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RESUMEN 
El presente estudio muestra la importancia de la auditoría pública, misma que 
promueve el perfeccionamiento de la administración pública, a través de 
diagnósticos sobre su desempeño, para optimizar los recursos humanos, 
materiales, técnicos y financieros, que permitan otorgar servicios de mayor 
calidad a un mayor número de población y así cumplir con las atribuciones que 
se le han conferido dentro de la política de desarrollo y de modernización del 
aparato público, y la relación que guarda con la administración municipal. 

 
CONCEPTO Y CARACTERÍSTICAS. 
Hoy por hoy, el ejercicio de la Auditoria es competencia exclusiva de la 
Contaduría Pública, de ahí que se requiere una constante preparación para los 
profesionales que se dedican a esta área, y así responder a las expectativas de los 
clientes y usuarios ofreciendo un servicio de calidad. 
Para situar a los interesados en el tema de una forma lo más cercana posible a los 
objetivos que se pretenden conseguir en el desarrollo de esta propuesta relativa al 
concepto y características  de las “Normas generales que todo auditor debe 
poner en práctica durante la ejecución de la auditoría y sus normas que 
buscan el desarrollo y mejor control de la gestión pública por parte de las 
entidades fiscalizadoras y en particular por parte de los órganos fiscalizadores 
externos” (Contaduría Mayor de Hacienda de las Legislaturas) 
Conviene recordar que el municipio es una de las figuras de organización política 
más antiguas del mundo; suelen estudiarse antecedentes en derecho romano y en 
el derecho español medieval, como precedentes del actual municipio mexicano. 
Se le considera la forma elemental de estructurar políticamente la sociedad. 
 
PALABRAS CLAVE: Auditoria Gubernamental, Municipio, Gestión administrativa. 
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Algunos historiadores consideran que existe un antecedente más directo del 
municipio mexicano: el calpulli entre los aztecas que, a pesar de su carácter 
agrario fundamentalmente, también realizaba actividades de tipo administrativo. 
Los documentos constitucionales de tipo federal, a partir del acta constitutiva 
(1824), contemplaron escasa o indirectamente a esa figura jurídico-política, ya 
que se hacía hincapié en la autonomía de las entidades federativas. Solamente la 
constitución centralista de 1836 (sexta ley) se ocupó de regular el ayuntamiento. 
En el congreso constituyente de Querétaro (1916-1917), el municipio fue objeto 
de gran discusión tanto porque se aducía que regulado iría en contra de la 
autonomía de los estados, porque se pretendía señalar claramente sus fuentes de 
ingresos fiscales. La tradición federalista de dejar que las legislaturas locales 
normaran la actividad municipal pugnaba con la idea de la revolución de 1910, 
en el sentido de crear el llamado municipio libre. Finalmente, se superó la 
costumbre constitucional de no proteger al municipio y el art. 115 fijó las tibias 
medidas que, con algunas importantes reformas; han llegado a la actualidad. 
De conformidad con el art. 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, las partes de la federación, o sea, los estados, adoptarán como base 
de su organización política y administrativa, al municipio, al frente del cual 
habrá un ayuntamiento electo mediante sufragio universal. 
Ello significa que el estado mexicano está dividido, territorial y políticamente, 
primero en entidades federativas y luego en municipios, lo que lleva a indicar 
que existen tres niveles de gobierno: el federal, el local y el municipal, sin que 
esto signifique que los estados miembros de la federación surgieron por la suma 
de municipios que hubieren decidido confederarse. 
El municipio surge como un fenómeno urbano, dada la necesidad las ciudades de 
contar con un gobierno local que atienda los requerimientos de servicios 
comunes inmediatos. 
El municipio puede enfocarse bien como desconcentración o bien como 
descentralización por región, de tipo político o administrativo. Pero también 
puede contar con un grado de autonomía o autarquía tal que lo conviertan en una 
entidad de carácter político con funciones administrativas muy propias y 
definidas. 
Generalmente se acepta que el estado moderno (ente único y soberano en un 
determinado territorio) reconoce por diversas causas y distintos fundamentos la 
existencia de entidades regionales, provistas de cometidos y facultades 
específicos. 
El municipio es un ente territorial de carácter político y administrativo que 
cuenta con órganos de gobierno, según sea la legislación específica de cada 
estado y que sigue determinadas directrices dadas en la constitución federal, 
conforme con el sistema vigente en México. 
El principal órgano del municipio y su representante es el ayuntamiento, ente 
colegiado que tiene a su cargo el desempeño de la función administrativa; 
conforme a la distribución de competencias que hace la constitución de la 
república. Ese ayuntamiento (integrado según lo prevea la ley local 
correspondiente) no depende jerárquicamente del gobernador ni de algún 
funcionario federal. 
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La disposición constitucional que señala la prohibición de que exista autoridad 
alguna situada entre el ayuntamiento y el gobernador, tiene su origen en la 
situación anterior a 1917, en que hubo funcionarios (con diversas 
denominaciones) que controlaban determinado número de municipios, lo que 
generaba los llamados cacicazgos. El texto actual prohíbe ese tipo de jefes 
políticos, pero no implica que haya relación jerárquica entre ayuntamiento y 
gobernador, sino que la comunicación de ambos ha de ser directa, sin 
intermediarios, como titulares que son de entes autónomos. 
El gobierno municipal se deposita, según se dijo, en el ayuntamiento 
(encabezado por el presidente municipal, como órgano ejecutivo; además, 
pueden existir jueces de paz con jurisdicción en el propio municipio; y 
finalmente, en términos generales, la función legislativa estará a cargo del 
congreso estatal, ya que su autonomía no implica que puedan legislar (con 
algunas excepciones que se indican más adelante). 
Podemos destacar las siguientes características del municipio: 
1. Posee personalidad jurídica y patrimonio propios. 
2. Cuenta con un gobierno autónomo, en el ámbito administrativo.  
3. Su órgano administrativo (ayuntamiento) es electo mediante sufra-
gio universal. 
4. Posee facultad reglamentaria para los asuntos de su competencia.  
5. Es el congreso local de la entidad federativa el que legisla para el 
ámbito municipal; el municipio excepcionalmente puede hacerlo: en materia 
presupuestal y de asentamientos humanos. 
6. Están a su cargo ciertos servicios públicos de carácter vecinal. 7. 
Administra libremente su hacienda pública (recursos monetarios, básicamente). 
La constitución utiliza la expresión municipio libre, la que debe interpretarse 
principalmente como autonomía en el terreno administrativo. Tal autonomía del 
municipio es limitada y ello obedece a múltiples razones, entre las que 
sobresalen: 
 
a) La necesidad política de que exista un solo poder soberano dentro del 
estado nacional. 
b) La tendencia del gobierno central a someter, de hecho o de derecho, a 
los gobiernos estaduales y municipales. 
c) El viejo alegato de los partidarios del federalismo en el sentido de que 
sean los estados quienes legislen en lo interno, incluyendo desde luego lo 
municipal 
d) La existencia, ahora ya prevista en la constitución, de que se suscriban 
los llamados convenios de coordinación; dichos convenios permiten arrancarle a 
los municipios, por parte de los gobiernos del estado y federal, algunos de los ya 
escasos asuntos de su competencia. 
e) De manera fundamental: la penuria económica en que vive la mayoría 
de los municipios, por la falta de renglones tributarios convenientes a sus 
necesidades y a la índole de los servicios que deben prestar a la colectividad. 
 
Cuestión esencial a propósito del municipio es la relativa a sus ingresos, pues de 
ellos depende en gran medida el oportuno y adecuado cumplimiento de sus 
cometidos. Ya se mencionó cómo este aspecto ha estado en el centro del debate 
suscitado acerca de la autonomía y la vida municipal. 
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El constituyente de 1917 apenas señaló escasas fuentes de ingresos al municipio. 
Con la reforma del 3 de febrero de 1983 se pretendió Superar esa situación 
mediante la formulación de algunas medidas orientadas al fortalecimiento 
financiero de la institución que estamos comentando. 
 
Los municipios administrarán su hacienda, la cual incluirá los rendimientos de 
los bienes que les pertenezcan, así como las contribuciones y otros ingresos que 
las legislaturas establezcan a su favor; además: a) Obtendrán las contribuciones, 
incluyendo adicionales, que establezcan los estados sobre la propiedad 
inmobiliaria, de su fraccionamiento, división, consolidación, traslación y mejora, 
así como las que se funden en el cambio de valor de los inmuebles. b) Las 
participaciones federales, que serán entregadas a los municipios con arreglo a las 
bases, los montos y plazos que anualmente determinen las legislaturas locales. e) 
Los ingresos provenientes de servicios públicos a su cargo. 
 
Las leyes federales no limitarán la facultad de los estados para establecer las 
contribuciones a que se refieren los incisos a) y e), ni otorgarán exenciones en 
relación con las mismas. Las leyes locales no establecerán exenciones o 
subsidios respecto de las mencionadas contribuciones. Sólo los bienes del 
dominio público de la federación, de los estados o de los municipios estarán 
exentos de esas contribuciones. 
Compete a los municipios: 
1. Administrar su patrimonio. 
2. Expedir, a través de su ayuntamiento, y de acuerdo con las normas 
establecidas por las legislaturas de los estados, los bandos de policía y buen 
gobierno, los reglamentos, las circulares y disposiciones administrativas de 
observancia general dentro de su jurisdicción. 
3. Aprobar su presupuesto de egresos. 
4. Formular, aprobar y administrar la zonificación y programas de 
desarrollo urbano. 
5. Controlar el uso del suelo en su territorio. 
6. Establecer el sistema de nomenclatura de calles y plazas públicas. 
7. Prestar los siguientes servicios públicos con el concurso de los estados 
cuando así se requiera y lo determinen las leyes: 
a) Agua potable y alcantarillado. 
b) Alumbrado público. 
e) Limpia. 
d) Mercados y Centrales de abasto. 
e) Panteones. 
f) Rastro. 
g) Calles, parques y jardines. 
h) Seguridad pública y tránsito. 
i) Los demás que las legislaturas locales determinen según las condiciones 
territoriales y socio económicas de los municipios, así como su capacidad 
administrativa y económica. Los municipios de un mismo estado, previo acuerdo 
entre sus ayuntamientos, podrán coordinarse y asociarse para. la más eficaz 
prestación de los servicios públicos que les competa. 
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8. Proporcionar servicios educativos, concurrentemente con el estado y la 
federación. 
9. Intervenir en actividades de censos y elecciones según las leyes 
federales y locales. 
10. Manejar de modo autónomo su hacienda pública. 
11. Construir y conservar obras públicas. 
12. Otorgar concesiones, conforme a la ley, para la prestación de algunos 
servicios públicos o la utilización de bienes que les pertenezcan. 
13. Auxiliar a los gobiernos local y federal, en los términos que fijen las 
leyes. 
14. Aplicar sanciones por violación a disposiciones de naturaleza 
municipal. 
15. Contar con los funcionarios, empleados y trabajadores a efecto de 
realizar sus actividades. 
 
La lista anterior pretende establecer un criterio de generalidad para los diversos 
estados y municipios, pero es lógico que en muchos casos variará conforme a la 
constitución local y las leyes derivadas de ésta, y que también dicho criterio 
estará delimitado por las características geográficas, económicas y culturales de 
cada localidad. 
En principio, la constitución general de la república reparte entre la federación, 
los estados y los municipios los asuntos en el nivel que éstos correspondan. Cada 
uno de dichos niveles cuenta con gobierno Propio, según hemos indicado. 
Sin que exista una relación jerárquica del municipio con la federación o con el 
gobierno del estado, si hay una serie de interacciones de carácter legal o político. 
Por ejemplo, tenemos que el gobierno local es el que legisla para el municipio 
(por medio del congreso o legislatura del estado); que los ayuntamientos deben 
realizar determinados actos en ciertas materias, los cuales están previstos en 
leyes federales o locales; que al celebrar convenios de coordinación pierden 
mucho de su ya precaria autonomía, y que su situación financiera depende casi 
por completo de las participaciones tributarias que les hagan el estado y la 
federación. 
Se puede afirmar que, si bien existe una autonomía formal del municipio frente a 
la entidad federativa y ante el gobierno federal, no es menos cierto que, también, 
hay una subordinación real debida a causas financieras y políticas. 
 

PROBLEMÁTICA MUNICIPAL 
El espacio municipal se nos presenta aún como un reto para el análisis. En él se 
desarrollan procesos sociales de gran importancia, e incluso existen grandes 
problemas por resolver. Se presentan problemas políticos de mucha significación 
e implicaciones en el camino hacia la democracia, surgen procesos de solidaridad 
y conflicto, se mezclan negociación y violencia, se procesan demandas y se 
limitan actividades, se reglamenta pero no se legisla, se asumen 
responsabilidades pero no siempre se atienden, se poseen facultades pero no 
necesariamente recursos y se exige su vinculación a los otros ámbitos de 
gobierno sin pretender su sumisión.  
En este contexto aparecen y se desarrollan procesos innovadores, respuestas 
ingeniosas y modalidades de participación dignos de un análisis profundo, pero 
también existen gobiernos de decepción y de malos manejos. 
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Respecto a la administración municipal, ésta actúa y se desarrolla, de manera 
general, fuera de los grandes cánones de la administración. Ahí aparecen 
múltiples formas para atender las demandas de la población, si bien enmarcadas 
en los cauces legales, su concreción dista de poder ser bien evaluada si nos 
remitimos exclusivamente a elementos formales o a la ortodoxia administrativa, 
donde existen incluso procesos y acciones no del todo justificados. 
Muchas metas y resultados son alcanzados y se obtienen en los municipios, a 
pesar de las restricciones y las limitantes e incluso en ocasiones, a pesar de sus 
gobiernos. Ciertamente se detectan fallas, errores y omisiones en "la gestión de 
los municipios, pero no estamos tan seguros de contar con soluciones acabadas o 
propuestas a través de las cuales los gobiernos municipales pasarían de ser sólo 
un espectador de los procesos de desarrollo y agentes de aplicación de políticas 
públicas emanadas de otros ámbitos gubernamentales, a constituirse en 
hacedores de las políticas en su espacio de gobierno yen el agente importante de 
diseño y guía de los destinos sociales. Este es precisamente el reto. 
La variedad de modalidades administrativas e instrumentos de respuesta 
Utilizados en los gobiernos municipales demuestran, por un lado el ingenio de 
quienes se encuentran al frente de los mismos, y por otro lado, las múltiples 
carencias y falta de capacidad de estas administraciones para responder al nuevo 
rol que se le ha asignado a este ámbito de gobierno. 
En muchas ocasiones se habla de una incapacidad administrativa de los 
gobiernos municipales para satisfacer las necesidades de su comunidad y cumplir 
el nuevo papel asignado, como un agente de desarrollo local. En algunos casos 
este planteamiento es cierto, pero existen experiencias demostrativas de los 
acomodos y sistemas diseñados por las administraciones locales para suplir las 
carencias de conocimientos y orientaciones administrativas, incluso resultando 
algunas veces más efectivos frente a la ortodoxa administrativa. Nuestro interés, 
sin embargo, es avanzar en el análisis de este espacio social, mostrando su 
complejidad y la multitud de aspectos que rodean la atención de necesidades y 
respuesta a las demandas de la población, sobre todo por presentarse una multi-
plicidad de intereses de quienes lo conforman. Esto además de las limitaciones 
histórico-estructurales de los municipios en México que si bien han sufrido 
variaciones, restan aún caminar hacia procesos realmente modernizadores en este 
nivel de gobierno. 
Partimos del señalamiento de un conjunto de elementos a los cuales debe hacer 
frente una administración municipal, que si bien es el nivel más concreto de 
gobierno y donde se presenta una mayor cercanía entre ciudadanía y cuerpo 
administrativo público, éste no puede aislarse de la realidad global del país y de 
las políticas emanadas de una instancia federal, incluso estatal. Este conjunto 
comprende elementos de diverso orden y magnitud, abarcando aspectos 
políticos, sociales, económicos y culturales. 
Habiendo señalado el contexto de actuación de los gobiernos municipales, se 
establecen los marcos de referencia legal bajo los cuales actúan los gobiernos 
municipales. Los ordenamientos existentes otorgan ciertas facultades a los 
municipios, les exigen la prestación de servicios y les limitan en Ciertos 
espacios, de ahí la importancia de considerados antes de establecer cualquier pro-
puesta. 
Una vez establecido el marco de actuación se describen los principales 
problemas de los servicios públicos, para con ello avanzar en la discusión sobre 
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los elementos capaces de mejorar su prestación. Se hace un tratamiento especial 
al problema de la tarifación y financiamiento, pensando que una incidencia en 
este sentido es muy viable en las condiciones actuales, aunque sin descuidar el 
sentido social de algunos de los servicios. 
Estamos conscientes de la gran heterogeneidad de los municipios, la cual 
dificulta una concreción mayor de las propuestas y posibles soluciones y exige 
tomar este reto de manera creativa. No obstante, creemos en la posibilidad de su 
mejoramiento, partiendo en primera instancia del reconocimiento de sus 
problemas de manera contextualizada y la generación de mayores propuestas 
para construir un abanico más amplio de posibilidades, produciendo en principio 
mejores respuestas. Pero también basados en la obtención de apoyos más 
importantes y del diseño de mecanismos de actuación donde puedan confluir los 
esfuerzos de todos aquellos que están relacionados con la vida y gestión 
municipales. 
Por lo anterior es de su importancia para la administración municipal, que cuente 
con órganos fiscalizadores, tanto internos como externos a fin de que se revise la 
gestión municipal para prevenir errores, omisiones, fraudes, etc. Coadyuvando al 
cumplimiento de la ley, sugiriendo mejoras en la administración con la emisión 
de pliegos de recomendaciones y observaciones, o en su caso dando cuenta a la 
autoridad competente de posibles fraudes o malos manejos para que los 
responsables sean sancionados. 
De acuerdo con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (art. 
115, fracc. IV) es facultad de las legislaturas de los estados aprobar las leyes de 
ingresos de los municipios y revisar y fiscalizar sus cuentas públicas. 
En concordancia con lo anterior, la Constitución Política del Estado de 
Guanajuato (art. 63, fracc. XIX) establece que es facultad del Congreso del 
Estado fiscalizar las cuentas públicas municipales incluyendo las de las entidades 
y organismos de la Administración Pública paramunicipal, función que realizará 
a través del Órgano de Fiscalización Superior. 
Las revisiones que hace a los Municipios del Órgano de Fiscalización Superior 
dependiente del Congreso del Estado son EXPOST, ya que se trata de un ente 
externo de fiscalización. 
Por su parte los municipios de acuerdo a su Ley Orgánica cuentan con una 
Contraloría Interna encargada de revisar la gestión municipal en forma 
permanente informando de su actividad al ayuntamiento; dicha revisión es IN 
POST. 
 

AMBITO DE ACTUACIÓN DE LA AUDITORIA GUBERNAMENTAL 
 

Uno de los ángulos más interesantes de la auditoría surge cuando ésta se aparta 
del ámbito de la empresa privada e incursiona en el Sector Público, llámese 
gobierno, en cualquiera de sus órdenes (Federal, Estatal o Municipal) porque 
entonces el reto para el profesional de la Contaduría Pública es aún mayor, toda 
vez que debe adecuar las normas y procedimientos de auditoría a las 
características muy especificas de este Sector, e incidir con eficiencia y eficacia 
en los mismos, y dar cabal cumplimiento a los informes y comentarios que son  
la esencia misma de la opinión del auditor.  
La realidad social de nuestro país México y la modernidad administrativa de las 
instituciones públicas, exigen de nuestras autoridades el celoso cumplimiento de 
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su deber enfocado al respeto irrestricto de la “Ley”; por ello, las auditorias que se 
practican al Sector Público han cobrado en los últimos tiempos, por un lado, la 
importancia que ello implica y por el otro, la exigencia del ciudadano de conocer 
con prontitud y objetividad los resultados de la gestión pública. 
Que es la Auditoria gubernamental.  
Revisión y examen que llevan a cabo los órganos de control interno y los 
órganos de fiscalización superior, respecto a las operaciones de diferente 
naturaleza que realizan las dependencias y entidades del gobierno, a efecto de 
comprobar que la obtención, administración, control y utilización de los recursos 
se hayan realizado con apego a las leyes, reglamentos, programas, políticas y 
normas aplicables, atendiendo a criterios de transparencia, economía y eficiencia, 
propiciando su óptimo aprovechamiento, y que los sistemas de control interno 
protejan el patrimonio público, promuevan la eficiencia y efectividad de la 
función pública y aseguren la confiabilidad de la información. 
Importancia de la Auditoría Gubernamental 
La auditoría pública promueve el perfeccionamiento de la administración 
pública, a través de diagnósticos sobre su desempeño, para optimizar los recursos 
humanos, materiales, técnicos y financieros, que permitan otorgar servicios de 
mayor calidad a un mayor número de población y así cumplir con las 
atribuciones que se le han conferido dentro de la política de desarrollo y de 
modernización del aparato público. 
A través de la auditoria pública se conoce el grado en que las dependencias y 
entidades de la administración pública cumplen con los ordenamientos que 
regulan sus actividades; señalando a través de las recomendaciones, se promueva 
la aplicación oportuna de medidas preventivas y correctivas que mejoren el 
aprovechamiento de los recursos y el logro de los objetivos. 
 
Promueve la eficiencia y eficacia de la función gubernamental, contribuye a 
disminuir los niveles de corrupción y los daños del erario público, así como 
generar confianza en la sociedad sobre la gestión pública. 
 
Tipos de Auditoria 
Los tipos de auditoría realizadas sobre el Sector Público y que constituyen el 
objeto de la función fiscalizadora son los siguientes: 
 

Tipos de Auditoria 

Auditorias Integrales 
Auditorias Financieras sobre rubros específicos 
Auditorias de Obra Pública 
Auditorias de Legalidad 
Auditorias de Evaluación de Programas 

 
Auditorias Integrales.- Son aquellas que comprenden la revisión legal, 
económica, financiera, administrativa y contable del ingreso y del gasto públicos, 
abarcando todos los aspectos relativos a la situación financiera, presupuestal, 
patrimonial y programática de la entidad auditada, así como a la deuda pública, a 
la obra pública, el manejo de los fondos y valores, la adquisición de bienes, la 
contratación de servicios y la administración de los recursos humanos. 
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Auditorias Financieras sobre rubros específicos.- Son aquellas que comprenden 
la revisión legal, económica, financiera, administrativa y contable de uno o 
varios de los siguientes rubros: Efectivo y Bancos; Cuentas por Cobrar; Cuentas 
por pagar; Deuda Pública; Ingresos; Gastos; Adquisiciones; Contratación de 
Servicios; Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de los Municipios y 
Recursos Humanos. 
 
Auditorias de Obra Pública.- Son aquellas que comprenden la revisión legal, 
financiera, técnica, administrativa y contable de las inversiones de la obra 
pública, abarcando todas las etapas relativas a su realización a saber: licitación, 
adjudicación, contratación, ejecución, liquidación y entrega-recepción. 
 
Auditorias de Legalidad.- Se refieren a la verificación del cumplimiento del 
marco jurídico y normativo que regula determinados actos y funciones de los 
entes y de los servidores públicos. 
 
Auditorias de Evaluación de Programas.- Comprenden la ejecución de las 
acciones necesarias para conocer y determinar el grado de cumplimiento de los 
objetivos y metas de un programa determinado, así como la eficiencia y la 
eficacia con que se aplicaron los recursos para su consecución. 
Normas de Auditoría 
Las normas que rigen cualquier actividad hacen referencia a determinados 
fundamentos básicos que deben respetarse, de tal forma que su incumplimiento 
en el desarrollo de la actividad en cuestión pueden degradar los resultados de la 
misma. En este sentido, se consideran normas de auditoría "Las ideas 
fundamentales que rigen en el desarrollo de la práctica de la auditoría". 
 
De acuerdo con el concepto anterior, serán normas de auditoría las reglas que 
deben seguirse en el desarrollo de la auditoría, mismas que dependerán de las 
condiciones de tiempo y lugar. 
 
Independientemente de quien realice la Auditoría (Órgano Fiscalizador Interno o 
Externo) y del Tipo de auditoría que se trate, invariablemente se debe realizar 
ésta, aplicando las normas y procedimientos de Auditoría de Observación 
General. 
 
Clasificación de las normas de auditoría 
 
Existe un consenso generalizado en el ámbito internacional al establecer la 
siguiente clasificación de las normas de auditoría: 
a) Normas relativas al sujeto auditor o personales.  
b) Normas relativas a la realización del trabajo de auditoría.  
c) Normas para la elaboración y presentación de informes. 
1. Las normas relativas al sujeto auditor o personales son:  
• Formación técnica y capacidad profesional. 
• Independencia. 
• Responsabilidad. 
• Secreto profesional. 
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Estas normas son de naturaleza personal y afectan a la competencia profesional 
del auditor y su equipo, a la independencia del órgano de control y de los 
auditores, a la diligencia profesional de los auditores, y alcance de sus 
responsabilidades. 
 
2. Las normas relativas a la realización del trabajo de auditoría son: 
• Planificación. 
• Supervisión 
• Control interno. 
• Evidencia. 
• Revisión del cumplimiento legal. 
• Importancia relativa. 
• Riesgo en la auditoría. 
  
Cuando se efectúen auditorias siguiendo las normas recomendadas para la 
realización de estos trabajos, se tendrá la garantía de que los auditores aplican 
procedimientos que les permitan, en circunstancias dadas, alcanzar los objetivos 
de auditoría. 
 
El cumplimiento de las normas señaladas proporcionará pruebas suficientes y 
validas para apoyar razonablemente las opciones, juicios y conclusiones, 
respecto de los objetivos de auditoría. 
 
3. Las normas para la elaboración de informes son:  
• Presentación en forma debida. 
• Entrega a los destinatarios. 
• Adecuada preparación. 
• Contenido mínimo del informe. 
• Publicidad. 
 
Los informes recogen por escrito los resultados y conclusiones de las 
fiscalizaciones y deberán contener cuanta información considere necesario 
facilitar el órgano auditor, de la que asume la responsabilidad en los propios 
términos que se señalen en el informe. 
 
Existe una diversidad de informes específicos derivados de la actuación de los 
órganos de auditoría, en los que predominan, según los casos, los aspectos de 
regularidad legal o financiera, o los aspectos conectados con el análisis de la 
eficacia, eficiencia y economía, y a los que se aplicarán las normas atendiendo en 
cada caso a la naturaleza de la auditoría, y ponderando debidamente los aspectos 
objeto de análisis. 
 

OBJETIVOS GENERALES QUE DEBEN PERSEGUIRSE EN 
CUALQUIER  

TIPO DE AUDITORÍA 
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• Verificar que los ayuntamientos, así como las entidades 
paramunicipales, organismos e instituciones que administren fondos y valores 
del sector público municipal, realicen su actividad financiera con estricto apego a 
las disposiciones legales aplicables. 
     
• Verificar que los ayuntamientos, así como las entidades 
paramunicipales, organismos e instituciones que administren fondos y valores 
del sector público municipal, realicen su actividad financiera con eficiencia, 
eficacia y transparencia en la utilización de los recursos públicos para el logro de 
los programas aprobados. 
 
• Reorientar el trabajo de fiscalización hacia áreas críticas de la 
administración de los recursos. 
 
• Prevenir y evitar perjuicios financieros o económicos que 
lesionen el patrimonio público. 
 
• Coadyuvar al mejoramiento de los sistemas de control operativo 
y contable, que permitan eficientar el manejo de los bienes y recursos 
patrimoniales de las entidades fiscalizadas. 
 

CONCLUSIONES. 
 

La función de la fiscalización es estrictamente indispensable para el buen 
funcionamiento de la Administración Municipal, ya que la eficiencia, eficacia y 
la transparencia con que debe conducirse la Gestión Municipal depende de 
mucho de una buena fiscalización tanto interna como externa. 
 
Es indispensable que las Contralorías Internas de los  municipios dependan e 
informen directamente al Ayuntamiento con el objeto de que tengan una mayor 
independencia, y no del Presidente Municipal, como sucede en la mayoría de los 
municipios en México. 
 
La aplicación estricta en toda revisión de las Normas de Auditoría de Aceptación 
General traerá como consecuencia un trabajo de calidad cuyos resultados serán 
de gran utilidad para el buen desempeño de la Administración. 
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